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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 18 de abril de 2016
DJ-AJ-977-2016
Señor
Roger Mata Brenes
Director del Despacho de la Presidencia
Corte Suprema de Justicia

S.  D.

Estimado señor: 

En atención a los correos electrónicos del 28 y 31 de marzo del año en curso, en el que se solicita la atención de las consultas formuladas por el señor Mario Morales Gamboa, Decano del Colegio Universitario de Cartago (CUC), en relación con la procedencia o no –para el CUC-, de realizar “la contratación de personal docente que se encuentra actualmente recibiendo los beneficios de jubilación mediante los régimen de pensiones del Poder Judicial (sic)”, en el sentido de que, la interrogante se genera, de “si los académicos pensionados (sic) que laboran en el Colegio Universitario de Cartago estarían autorizados para recibir simultáneamente los dineros de su jubilación por el régimen de pensiones al cual cotizaron y a la vez el salario público por su labor de profesores del CUC, al ser ambos rubros provenientes de fondos públicos”, se remite el siguiente criterio jurídico.
I. De la Gestión

Por oficio N° DEC-262-2016 del 15 de marzo del año en curso, el señor Mario Morales Gamboa, Decano del Colegio Universitario de Cartago (CUC), formula las siguientes consultas: 
Consulta 1: ¿Es legalmente procedente la contratación de profesores en una Institución de Educación Superior Parauniversitaria, cuando estos son actualmente funcionarios jubilados por el régimen de pensiones Poder Judicial?
Consulta 2: ¿Deben los funcionarios jubilados que ya laboran como docentes para una Institución de Educación Superior Parauniversitaria, suspender los beneficios de su jubilación (Poder Judicial) durante el plazo que perdure su contratación como profesores y por el cual reciben el salario proveniente de fondos públicos?

Consulta 3: ¿Podría no ser excluyente e incompatible percibir simultáneamente salario docente y el monto de la jubilación (Poder Judicial) para los profesores pensionados, tomando en consideración que existe la excepción legal del artículo 15 de la Ley de Salarios, artículo 1.7 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito y artículo 33 párrafo final del Reglamento a la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, que brinda una salvedad a favor de la labor docente en las Instituciones de Educación Superior, como lo es el Colegio Universitario de Cartago?

II. Normativa aplicable
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333, del 05 de mayo de 1993:

ARTICULO 234.- Al jubilado o pensionado, se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta.

También se podrá suspender, según las circunstancias, el goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación.

(La Sala Constitucional mediante resolución N° 16564 del 05 de noviembre de 2008, interpretó de este artículo el concepto "pensionado", en el sentido de que éste no incluye a los familiares "beneficiarios" del trabajador, sino únicamente a los pensionados directos (ex trabajadores) del Poder Judicial"). 
Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial -aprobado por la Corte Plena en sesión N° 17-14; artículo XXXV-:
Artículo 25.- El beneficio jubilatorio se suspenderá mientras su titular ocupe cargos públicos incompatibles con su disfrute. Antes de acordar la suspensión, como medida precautoria la Administración retendrá el pago del beneficio. Una vez que deje de ocupar ese cargo, se le seguirá pagando el beneficio atendiendo los incrementos por costo de vida. Únicamente se hará el recálculo de la jubilación tomando en cuenta el nuevo tiempo de servicio, cuando este se ha prestado en el Poder Judicial.
III.  Criterio legal

Inicialmente, para el caso que nos ocupa, es necesario remitirnos a la aclaración dispuesta por el artículo 2° del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en relación con las Jubilaciones y Pensiones, al establecer que, se entiende por Servidor Judicial a “la persona con nombramiento en el Poder Judicial, que presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario”, por Jubilación al “derecho del servidor judicial de percibir una asignación por vejez, por imposibilidad permanente para el desempeño de su cargo o empleo o para mejor servicio”, y por Pensión al “derecho que tienen los familiares del servidor o jubilado judicial a que hace referencia el artículo 232 de la L.O.P.J. en caso de su fallecimiento, a percibir una asignación mensual”.
Así entonces, se entiende por Persona Servidora Judicial –Activa- a la persona funcionaria pública que presta sus servicios al Poder Judicial, bajo la relación de empleo público, que recibe como contraprestación un sueldo o salario; por Persona Jubilada al servidor o servidora judicial que haya alcanzado los requisitos para optar y disfrutar de ese beneficio –declarado-, sea por vejez, imposibilidad permanente para el desempeño de su cargo o para mejor servicio; y por Persona Pensionada a las o los beneficiarios del fallecido servidor o servidora judicial, establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial. (En similares términos, véanse los Informes N° DJ-AJ-302-2015 y DJ-AJ-474-2015, del 23 de abril y 14 de mayo de 2015, ambos de esta Dirección Jurídica).
Por su parte, es también de interés rescatar las definiciones que brinda el artículo 2° del Reglamento de la Carrera Docente -Decreto Ejecutivo N° 2235 del 14 de febrero de 1972-, al disponer:
Artículo 2º: Se consideran servidores docentes los comprendidos por el artículo 54 de la Ley de Carrera Docente y que, para los efectos que la presente reglamentación, se dividen en:

a) Funcionarios propiamente docentes, que son los profesores que en el ejercicio de su profesión, imparten lecciones en cualquiera de los niveles de la enseñanza de acuerdo con los programas oficiales; 

b) Funcionarios técnico-docentes, que son los que realizan fundamentalmente labores de planificación, asesoramiento, orientación o cualquier otra actividad técnica, íntimamente vinculada con la formulación de la política en la educación pública nacional; y 

c) Funcionarios administrativo-docentes, que son los que realizan primordialmente labores de dirección, supervisión y otras de índole administrativa, relacionadas con el proceso educativo y para cuyo desempeño se requiere poseer título o certificado que faculte para la función docente. (Ley Nº 4889 del 17 de noviembre de 1971).

Ahora bien, en relación con la primera y segunda consulta, de si ¿Es legalmente procedente la contratación de profesores en una Institución de Educación Superior Parauniversitaria, cuando estos son actualmente funcionarios jubilados por el régimen de pensiones Poder Judicial? Así como, si ¿Deben los funcionarios jubilados que ya laboran como docentes para una Institución de Educación Superior Parauniversitaria, suspender los beneficios de su jubilación (Poder Judicial) durante el plazo que perdure su contratación como profesores y por el cual reciben el salario proveniente de fondos públicos?, se debe apuntar que:
A pesar de que el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que “al jubilado o pensionado, se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta. […]” y que, de igual manera, pese a que el numeral 25 del citado Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece que “el beneficio jubilatorio se suspenderá mientras su titular ocupe cargos públicos incompatibles con su disfrute. […]”, la docencia superior constituye, particularmente, una excepción a la regla suspensiva del beneficio de la jubilación, permitiendo a las personas ex servidoras judiciales, la percepción simultánea de sueldo o salario y lo correspondiente a su derecho económico de retiro.
En ese sentido, por principios de igualdad y razonabiliadad, así como de interés de la colectividad, la Sala Constitucional mediante resolución Nº 2013-3692 del 15 de marzo de 2013, resolvió con lugar un recurso de amparo en el que se analizó, precisamente, la posibilidad de que las personas jubiladas del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, pudiesen percibir, simultáneamente, lo correspondiente al monto por jubilación y salario por docencia en la educación superior. En dicha resolución indicó el alto Tribunal:
(…) “dada la identidad de la materia que se examina, siendo irrazonable que a una persona jubilada se le prohíba que, simultáneamente, reciba un salario por el ejercicio de la docencia en un centro de enseñanza superior de carácter universitario. Obsérvese que las universidades públicas tienen una regulación especial en la Constitución, tanto que, son concebidas como instituciones de “cultura superior”, constituyendo verdaderos crisoles del conocimiento, de la investigación, de las ideas y del desarrollo material y espiritual de cualquier país. De otra parte, resulta claro que constituye un principio y bien constitucionalmente protegido la libertad de cátedra, tanto que el ordinal 87 de la Constitución estatuye que “La libertad de cátedra es principio Fundamental de la enseñanza universitaria”. Adicionalmente,  observa este Tribunal que lleva razón el recurrente en sus planteamientos en relación a la infracción del principio de igualdad y a las garantías del debido proceso. En relación al principio de igualdad (artículo 33 constitucional), debe advertirse que en los países que integran el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, tiene, también, al propio tiempo, la condición de un derecho humano, según se desprende del artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José, al estipular que todas las personas “tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley”. En el caso costarricense, los instrumentos del Derecho Internacional o Regional Público de Derechos Humanos, forman parte del parámetro de constitucionalidad (artículo 48 constitucional), de modo que deben ser empleados para fiscalizar las actuaciones de los poderes públicos en los diversos procesos constitucionales. En el sub-lite, se observa que, efectivamente, a un funcionario judicial activo sí se le reconoce la posibilidad de ejercer la docencia, en tanto que, a uno jubilado o retirado se le restringe esa misma oportunidad y, aún más, se brinda un trato diferenciado a los jubilados que son docentes de un centro público respecto de los que ejercen la docencia en un centro privado de enseñanza superior universitaria. No existen, ni se aportan, motivos objetivos y razonables que justifiquen ese tratamiento dispar, por lo que se produjo una discriminación que infringe el principio y el derecho a la igualdad. Resulta contrario al derecho al desarrollo de los pueblos que a las personas jubiladas o retiradas, que han acumulado experiencias y conocimientos, se les impida o se les establezca cortapisas para ejercer la docencia en un centro de enseñanza superior (…).
De lo dicho se desprende la legalidad o procedencia, de que las personas beneficiarias del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, puedan ser contratadas para ejercer la docencia en Instituciones Públicas –o Privadas- de Educación Superior, en virtud de la necesidad académica –de esas instituciones- de contratar y retener a las y los profesionales más experimentados, en beneficio cultural de los educandos, sin que la contraprestación o retribución salarial -simultánea-, producto de la docencia, importe para las personas ex servidoras judiciales, la obligación de suspender el beneficio económico de su jubilación.
Así pues, conforme el artículo 10 de la Ley que Regula las Instituciones de Enseñanza Superior Parauniversitaria N° 6541 -del 19 de noviembre de 1980-: “El personal docente, que labore en las instituciones de educación superior parauniversitaria, deberá estar debidamente calificado para impartir enseñanza superior universitaria […]”, por lo que se debe observar, en cuanto a las contrataciones del personal docente, que conforme el numeral 24 del Reglamento a la citada Ley N° 6541 –Decreto Ejecutivo 38639-MEP-, “Las relaciones entre el personal y la institución se regirán con base en la normativa vigente de empleo, aplicable al caso”, de manera tal que se cumpla, entre otros, con los numerales 32, 33 y 34 del Reglamento Autónomo de Trabajo del Colegio Universitario de Cartago (RAT-CUC):

ARTÍCULO 32: El CUC podrá contratar funcionarios académicos por fracciones de tiempo. Ningún profesor podrá ser remunerado por una jornada mayor a la definida como tiempo y medio.

ARTÍCULO 33: Ningún funcionario administrativo y que realice también labores en el sector académico podrá ser remunerado por una jornada mayor a tiempo y medio en la Institución.
ARTÍCULO 34: Los dos artículos anteriores se aplicarán, sin perjuicio de lo que al respecto señalen otras normas jurídicas que regulen la contratación y remuneración de personal en la Administración Pública.

Corolario, las personas ex servidoras judiciales que disfruten del beneficio económico del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que laboren como docentes en una Institución de Educación Superior Pública –o Privada-, y que devenguen simultáneamente sueldo o salario como contraprestación por esa labor, no se encuentran en la obligación de suspender su derecho económico de retiro durante el tiempo que perdure su contratación, pues, como se indicó, la docencia superior constituye una excepción a la regla de la suspensión dicha, en relación con la percepción simultánea de los rubros de jubilación y salario, con fondos provenientes del erario público.
Por su parte, cuanto a la tercera consulta, de si ¿Podría no ser excluyente e incompatible percibir simultáneamente salario docente y el monto de la jubilación (del Poder Judicial) para las y los profesores pensionados, tomando en consideración que existe la excepción legal del artículo 15 de la Ley de Salarios, artículo 1.7 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito y artículo 33 párrafo final del Reglamento a la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, que brinda una salvedad a favor de la labor docente en las Instituciones de Educación Superior, como lo es el Colegio Universitario de Cartago? Se debe señalar que:
Por contemplar supuestos de hecho distintos a los que nos ocupan, la resolución de la Sala Constitucional N° 2013-5226 -del 19 de abril de 2013-, que se cita en el Dictamen Legal N° CD-AL-022-2015, de la Asesoría Legal del CUC, no es aplicable al caso concreto, por tratarse de un asunto en el que Tribunal Constitucional resolvió sin lugar un recurso de amparo interpuesto por una persona beneficiaria del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, a quien le suspendieron, por la percepción simultánea de una retribución salarial no sujeta a la excepción –de docencia-, lo correspondiente al pago de su jubilación.
Del mismo modo, no son aplicables para los efectos del tema consultado, el numeral “15 de la Ley de Salarios, artículo 1.7 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito y artículo 33 párrafo final del Reglamento a la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública”, que a continuación se citan, por tratarse de supuestos en los que se prohíbe -con sus excepciones- a las personas servidoras públicas, devengar dos o más retribuciones salariales, por el desempeño de dos o más cargos públicos –exceptuada la docencia-, en los que exista superposición horaria o se exceda el límite de la jornada ordinaria laboral, con base en lo siguiente:
Ley de Salarios de la Administración Pública N° 2166, del 09 de octubre de 1957:
“Artículo 15.- Ningún servidor podrá devengar dos o más sueldos, salvo que correspondan a distintos puestos, no exista superposición horaria y entre todos no sobrepasen la jornada ordinaria.

Los educadores no podrán impartir más de cuarenta lecciones semanales en propiedad.


Excepcionalmente, podrán atender una cantidad mayor, cuando el servicio lo demande, pero el exceso se mantendrá como un recargo, por ende, de carácter temporal”.

Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública N° 8422, del 06 de octubre de 2004:
“Artículo 17.- Desempeño simultáneo de cargos públicos. Ninguna persona podrá desempeñar, simultáneamente, en los órganos y las entidades de la Administración Pública, más de un cargo remunerado salarialmente. De esta disposición quedan a salvo los docentes de instituciones de educación superior, los músicos de la Orquesta Sinfónica Nacional y los de las bandas que pertenezcan a la Administración Pública, así como quienes presten los servicios que requieran la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias para atender emergencias nacionales así declaradas por el Poder Ejecutivo, el Tribunal Supremo de Elecciones, durante los seis meses anteriores a la fecha de las elecciones nacionales y hasta tres meses después de verificadas, así como otras instituciones públicas, en casos similares, previa autorización de la Contraloría General de la República”.

Decreto Ejecutivo Nº 32333-MP-J del 14 de abril de 2005 -Reglamento a la citada Ley N° 8422-: 

“Artículo 33.— Del desempeño simultáneo de cargos públicos remunerados salarialmente. Ninguna persona podrá desempeñar, simultáneamente, en los órganos y las entidades de la Administración Pública, más de un cargo remunerado salarialmente. De esta disposición quedan a salvo los docentes de instituciones de educación superior, los músicos de la Orquesta Sinfónica Nacional y los de las bandas que pertenezcan a la Administración Pública, así como quienes presten los servicios que requieran la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias para atender emergencias nacionales así declaradas por el Poder Ejecutivo, el Tribunal Supremo de Elecciones durante los seis meses anteriores a la fecha de las elecciones nacionales y hasta tres meses después de verificadas, así como en otras instituciones públicas en aquellos supuestos en los que la Contraloría General lo autorice, cuando Ésta determine, previa solicitud del interesado o de la entidad que se trate, la existencia de características similares a las que presentan las excepciones previstas en la Ley. La Contraloría General deberá resolver la solicitud dentro del plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente a su presentación.
La imposibilidad establecida en el párrafo primero del artículo 17 de la Ley, no impide el nombramiento y el consecuente desempeño en aquellos cargos cuya naturaleza sea ad honorem.

Las excepciones dispuestas en el párrafo primero del artículo 17 de la Ley, deberán entenderse aplicables a los supuestos en los que la remuneración percibida por el funcionario respectivo, sea de naturaleza salarial, mediante dietas, honorarios o similares.
(NOTA: La Sala Constitucional mediante resolución N° 13431-08 del 02 de setiembre del 2008, interpretó de este artículo el término "simultáneamente", en el sentido de que este implica una superposición horaria o una jornada superior al tiempo completo de trabajo, en el desempeño de dos cargos públicos)
Razón por la que, bajo esos términos, la contraprestación labor-salario presente en las relaciones de empleo público entre las personas servidoras activas y el Estado –mediante la correspondiente Administración Pública-, no puede entrar en contradicción o incompatibilidad en relación con la percepción económica del derecho de retiro, que disfrutan las personas jubiladas –inactivas- del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siempre que se presente, claro está, la excepción de educación superior -o docencia-, establecida por la resolución Nº 2013-3692 del 15 de marzo de 2013, de la Sala Constitucional.
En otro orden de ideas, valga rescatar que, conforme la interpretación del citado numeral 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), dada por la Sala Constitucional mediante resolución Nº 16564 del 5 de noviembre de 2008, se debe entender que, cuando el artículo habla de pensionado, no se incluye a los familiares beneficiarios del trabajador judicial, sino que únicamente se refiere a las personas jubiladas del Poder Judicial. De esa manera, en concordancia con el mencionado voto Nº 3692-2013 del 15 de marzo de 2013, de ese mismo Tribunal Constitucional, al igual que las y los jubilados, las personas pensionadas del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial pueden también prestar sus servicios como docentes en las Instituciones de Educación Superior Públicas –o Privadas-, sin que la devengación del salario, producto de la docencia, implique la obligación de suspender los efectos económicos del disfrute de la jubilación –o pensión-. (En similares términos, véase el Informe N° DJ-AJ-302-2015, del 23 de abril de 2015, de esta Dirección Jurídica).
IV. Conclusión

Por las anteriores consideraciones, y con fundamento en los principios de igualdad y razonabiliadad, así como de interés de la colectividad, que dieron origen a la excepción contemplada en la resolución de la Sala Constitucional Nº 3692-2013, del 15 de marzo de 2013, se desprende la legalidad o procedencia de que las personas beneficiarias del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, puedan ser contratadas para ejercer la docencia en Instituciones Públicas -o Privadas- de Educación Superior, tales como el CUC, sin que la contraprestación o retribución salarial –simultánea-, producto de la docencia, importe para las personas exservidoras judiciales, la obligación de suspender el beneficio económico de su jubilación. De manera tal que, bajo esos términos, la devengación o percepción simultánea de jubilación y salario no resultan excluyentes ni incompatibles, en relación con las personas beneficiarias del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
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